
 

 

 

Señor  

JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO (REPARTO). 

E. S. D. 

    

         

 

Referencia: Demanda Ordinaria Laboral de OVIDIO LADINO PASIVE contra 

FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A y COLFONDOS S.A 

 

 

MAURICIO MARÍN MONROY, mayor de edad , vecino de esta cuidad identificado 

civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en condición de 

Defensor Público adscrito a la defensoría del pueblo Regional Meta, apoderado del 

señor OVIDIO LADINO PASIVE identificado con cedula de ciudadanía número 

3.219.722 expedida en Ubaque, domiciliado en esta ciudad, por medio del presente 

escrito presento ante usted DEMANDA ORDINARIA LABORAL DE PRIMERA 

INSTANCIA contra en FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A 

sociedad legalmente constituida con Nit. 800-224-808-8, representado legalmente 

por su presidente Miguel Largacha Martínez O por quien haga sus veces o este 

encargado de sus funciones en cada momento procesal, y  contra COLFONDOS 

S.A , sociedad legalmente constituida  con Nit. 800.149.496-2, con domicilio 

principal en la ciudad de Bogotá D.C; representada legalmente por su presidenta, o 

por quien haga sus veces o este encargado de sus funciones en cada momento 

procesal, con el fin de que mediante sentencia que haga transito a cosa juzgada  se 

declare la INEFICASIA Y NULIDAD  de la afiliación a esos fondos por parte del 

demandante conforme a lo siguiente: 

 

 

IDENTIFICACION DE LAS PARTES 

 

 

DEMANDANTE: OVIDIO LADINO PASIVE identificado con c/c 3.219.722, 

domiciliado en carrera 16 este n° 36-26 barrio Antonio Villavicencio, de la cuidad de 

Villavicencio Meta, cel. 3118260865 correo electrónico ovidioLad08@hotmail.com. 

 

DEMANDADOS:  

 

• El representante legal o quien haga sus veces del FONDO DE PENSIONES 

Y CESANTÍAS PORVENIR S.A. con domicilio principal en la cra 13 n°26ª-65 

torre b, tel.  601 743 4441, de la ciudad de Bogotá D.C. o en la carrera 38 n° 

33b- 36 piso 2 de la ciudad de Villavicencio, correo electrónico 

notificacionesjudiciales@porvenir.com.co 

 

• El representante legal o quien haga sus veces de COLFONDOS S. A. con 

domicilio principal en la Cl 67 No. 7 – 94, de la ciudad de Bogotá D.C. tel. 

3765155- 3765066, correo electrónico 

procesosjudiciales@colfondos.com.co  
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HECHOS 

 

 

1. El señor Ovidio Ladino Pasive nació el 3 de agosto de 1958. 

 

2. Durante su vida laboral, el señor cotizo 561.14 semanas en el fondo de 

pensiones Colpensiones hasta el año 1994, las siguientes semanas:  

 

Entidad Caja o entidad 

que responde por 

aportes 

periodo Total, 

semanas 

Garavito Malagón Colpensiones  24-05-1980 hasta 10-03-1981 41.57 

Garavito Malagón Colpensiones  01-03-1983 hasta 11-04-1984 58.28 

Almaviva S. A Colpensiones 30-05-1984 hasta 15-01-1987 137.29 

Almagran Colpensiones  21-01-1987 hasta 31-07-1990 184.00 

Arroceros 

asociados 

Colpensiones 14-08-1990 hasta 12-01-1991 21.71 

Sin nombre Colpensiones 25-01-1991 hasta 30-09-1991 35.57 

Palmar del oriente Colpensiones 01-10-1991 hasta 09-07-1992 40.43 

Murillo lobo 

Guerrero 

Colpensiones 29-10-1992 hasta 03-11-1992  0.86 

Almaviva S.A Colpensiones 26-08-1993 hasta 30-06-1994 41.43 

  Total, semanas  561.14 

 

3. Mi poderdante procedió a firmar el formulario de traslado de fondo, al fondo de 

pensiones COLFONDOS, desconociendo las consecuencias en las que incurría 

al cambiar de régimen de pensiones.  

 

4. Los funcionarios de COLFONDOS no le advirtieron a mi prohijado con detalle 

las consecuencias que acareaba el cambio y el traslado de régimen de 

pensiones, y las condiciones en que se iban a afectar sus intereses.  

 

5. El empleador de mi poderdante realizo cotizaciones en el fondo de pensiones 

COLFONDOS desde el año 1994 hasta el mes de junio del año 2000. 

 

6. El 18 de abril del año 2000 mi poderdante procedió a firmar el formulario de 

traslado de fondo, al fondo de pensiones PORVENIR, desconociendo las 

consecuencias en las que incurría al cambiar de régimen de pensiones.  

 

7. Los funcionarios de Porvenir no le advirtieron a mi prohijado con detalle las 

consecuencias que acareaba el cambio y el traslado de régimen de pensiones, 

y las condiciones en que se iban a afectar sus intereses.  
 

8. Mi mandante desconocía las consecuencias de trasladarse del RÉGIMEN DE 

PRIMA MEDIA CON PRESTACION DEFINIDA al régimen de ahorro individual 

con solidaridad, dentro de las cuales se encuentra en que este último el monto 

de su mesada pensional a penas sería el de 1 smlvm, mientras en aquel  contaría 

con una mesada  superior al mínimo teniendo en cuenta que tiene una taza de 

remplazo del 85 % del promedio de IBC de los últimos 10 años.  
 

 



9. El empleador de mi poderdante realizo las respectivas cotizaciones en el fondo 

de pensiones PORVENIR S.A 
 

10. Mi mandante no recibió asesoría por parte de los consultores de COLFONDOS 

ni de Porvenir.  
 

11. En la fecha mi poderdante cuenta con los requisitos para obtener la pensión, 62 

años cumplidos y las semanas cotizadas. 
 

12. A la fecha Mi poderdante cuenta con un total de 1940 semanas cotizadas 

 

13. El señor Ovidio Ladino Pasive solicita el traslado nuevamente al régimen de 

prima media con prestación definida administrado por Colpensiones.  
 

14. El señor Ovidio Ladino Pasive no ha presentado la solicitud de pensión en el 

fondo de ahorro individual con solidaridad administrado por Porvenir S.A.  

 

 

 

PRETENCIONES DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

 

1. Que se DECLARE que el señor Ovidio Ladino Pasive identificado con c/c 

3.219.722, se encontraba en el régimen de prima media administrado por 

Colpensiones en el año 1994.  

 

2. Que se DECLARE que el señor Ovidio Ladino Pasive, no fue  advertido de las 

consecuencias que deriva del cambio de régimen y de contraer la perdida de los 

beneficios establecidos en el sistema de pensión de prima media.  
 

3. Consecuente con lo anterior, se declare  INEFICAZ la afiliación del señor Ovidio 

Ladino Pasive a COLFONDOS S.A, por no haber sido advertido de la perdida de 

los beneficios establecidas en el régimen de prima media.  
 

4. Consecuente con lo anterior, se declare  INEFICAZ la afiliación del señor Ovidio 

Ladino Pasive a PORVENIR S.A, por no haber sido advertido de la perdida de 

los beneficios establecidas en el régimen de prima media.  
 

5. Se solicita traslado de aportes del fondo de Pensiones Porvenir a 

COLPENSIONES.  

 

6. Que, en caso de oposición a la demanda, se condene en costas y agencias en 

derecho a la entidad demandada 
 

7. Se falle ultra y extrapetita.  
 

8. Solicito se vincule al presente proceso a COLPENSIONES  

 

 

 

FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DERECHO 

 



 

1. Constitución política de Colombia  

 

Art. 2- “son fines esenciales del estado”  

Art. 4- la Constitución es norma de normas En todo caso e incompatibilidad entre 

la Constitución y la ley u otra norma jurídica se aplicarán las disposiciones 

constitucionales  

art. 13- todas las personas nacen libres e iguales ante la ley  

art. 29- debido proceso  

art. 48- la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio 

 

 

2. ESTADO SOCIAL DE DERECHO Y SEGURIDAD SOCIAL  

 

El estado social de derecho hace relación a la forma de organización política que 

tiene como uno de sus objetivos combatir las penurias económicas o sociales y 

las desventajas de diversos sectores, grupos o personas de la población, 

prestándoles asistencia y protección. 

 

Exige esforzarse en  la construcción  de las condiciones indispensables para 

asegurar a todos los habitantes del país a una vida digna dentro de las 

posibilidades económicas que estén a su alcance. El fin de potenciar las  

capacidades de la persona requiere de las autoridades actuar efectivamente 

para mantener o mejorar el nivel de vida, el cual incluye la alimentación, la 

vivienda, los escasos medios dinerarios para desenvolverse en sociedad y la 

seguridad social.  

Este ultimo aspecto, dentro de la nueva forma de organización adoptada por el 

constituyente y con la entrada en vigencia de la Constitución Política de 

Colombia, reconoce la importancia que se le ha dado en el orden internacional, 

para la realización de los fines esenciales del estado social de Derecho, LOS 

ART. 48, 49, Y 53 DE LA Constitución, son una clara muestra de ellos al 

reconocer a la seguridad social un carácter de :  

 

I)Servicio Publico Obligatorio 

Ii)Derecho Irrenunciable  

Iii)Principio De Garantía A Toda Persona  

 

3. SEGURIDAD SOCIAL, CONCEPTO. 

 

Se define a la seguridad social como el conjunto de medidas institucionales 

tendientes a brindar a los individuos y sus familias las garantías necesarias 

frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su capacidad y 

oportunidad en orden a generar los recursos suficientes para una subsistencia 

acorde con la con la dignidad del ser humano 

 

4. OBJETIVOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

 

Los objetivos de la seguridad social que deben comprender a todo el 

conglomerado social guarda necesaria correspondencia con los fines esenciales 

del estado social de derecho como el servir a la comunidad promover la 

prosperidad general garantizar la efectividad de los principios y derechos 

constitucionales promover las condiciones para una igualdad real y afectiva; 



adoptar y medidas a favor de grupos discriminados o marginados, proteger 

especialmente a aquellas personas que por su condición económica física o 

mental se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, y reconocer sin 

discriminación alguna la primacía de los derechos inalienables de la persona 

como sujeto, razón de ser y fin último del poder político, donde el gasto público 

social tiene prioridad sobre cualquier otra asignación. 

 

Fines sociales que se concretan en el bienestar de toda la comunidad y a través 

del cubrimiento de los eventos de pensión de invalidez vejez y muerte: servicios 

de salud, cubrimiento de riesgos laborales y servicios sociales complementarios, 

también comprende la garantía que debe otorgarse a los sujetos de especial 

protección constitucional como son las personas gravemente enfermas, los 

disminuidos físicos y sensoriales, los mayores adultos, la mujer embarazada y 

cabeza de familia, los niños menores de un año, los desempleados, los 

indigentes o personas sin capacidad económica alguna, entre otras.  
 

5. EL DERECO ALA SEGURIDAD SOCIAL DENTRO DEL BLOQUE DE 

CONSTITUCIONALIDAD. 
 

El bloque de constitucionalidad puede entenderse como la totalidad de las 

normas que sin estar incluidas de forma expresa en nuestra Constitución 

tienen su misma fuerza jurídica el mismo valor normativo según la corte 

constitucional en la sentencia número c22595 dijo: 

 
… El bloque de constitucional Está compuesto por aquellas normas y principios que sin 

aparecerán formalmente en el artículo del texto constitucional son utilizadas como 

parámetros de control de constitucionalidad de las leyes por cuanto han sido normativamente 

integradas a la Constitución por diversas vías y por mandato de la propia Constitución pues 

son verdaderos principios y reglas de valor constitucional esto es son normas situadas en el 

nivel constitucional a pesar de que puedan a veces contener mecanismos de reforma 

diversos al de las normas del artículo constitucional estricto censo el único sentido razonable 

que se puede confiar a la noción de prevalencia de los tratados de derechos humanos y el 

derecho internacional humanitario es que estos forman con el resto del texto constitucional 

un bloque de constitucionalidad cuyo respeto se impone a la ley en efecto de esta manera 

se armoniza plenamente al principio de supremacía de la Constitución como norma de 

normas con la prevalencia de los tratados gratificados por Colombia que reconocen los 

derechos humanos y prohíben su limitación aún en los estados de excepción. 

 

Como es obvio, la imperatividad de las normas humanitarias y su integración en el bloque 

constitucional implica que el estado colombiano debe adoptar las normas de inferior jerarquía 

del orden jurídico interno a las contenidas del derecho internacional humanitario, con el fin 

de potenciar la realización material de tales valores. 

 

Por ende los derechos constitucionales no son únicamente aquellos que se 

encuentran enumerados, nombrados en la Constitución, sino también todos 

aquellos que están incorporados en cada uno de los tratados firmados por 

Colombia. 

 

En virtud de lo expuesto los instrumentos internacionales de derechos humanos 

firmados por el estado colombiano nos precisan el espectro del sistema de 

seguridad social; así, la declaración universal de los derechos humanos 

adoptada y proclamada por la resolución de la Asamblea General 217 a del 10 

de diciembre de 1948 en su artículo 22 estableció en los términos que se 

transcriben a continuación que: 



 

“Toda persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad social y obtener 

mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional a vida cuenta de la organización 

y los recursos de cada estado la satisfacción de los derechos económicos sociales y 

culturales indispensables a su dignidad y el libro de desarrollo de su personalidad” 

 

De lo anterior, es plausible ultimar que el derecho a la seguridad social en cuenta 

conexión con los derechos fundamentales a la dignidad humana y el libre 

desarrollo de la personalidad- 

 

Por su parte en el su artículo 9 del pacto internacional de derechos económicos, 

sociales y culturales consagra que: 

 

“Los estados parte en el presente pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad 

social incluso al seguro social” 

 

Por último, el protocolo de San Salvador que adiciona la convención americana 

en lo relativo a la protección de los derechos económicos sociales y culturales 

establece lo siguiente: 

 

“artículo 9.Derecho a la seguridad social: toda persona tiene derecho a la seguridad social 

que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilidad 

de física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa en 

caso de muerte el beneficiario las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus 

dependientes. 

 

Cómo es laudable apreciar, el Derecho a la Seguridad Social no solo encuentra 

respaldo nuestra Carta Magna, sino que tiene pleno sustento en los instrumentos 

internacionales, que hacen parte del llamado bloque de constitucionalidad. 

 

6. ARTÍCULO 1o. SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL. Ley 100 de 

1993 

“El sistema de seguridad social integral tiene por objeto garantizar los derechos 

irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad de vida acorde 

con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la afecten. 

El sistema comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, las instituciones y 

los recursos destinados a garantizar la cobertura de las prestaciones de carácter 

económico, de salud y servicios complementarios, materia de esta Ley, u otras que 

se incorporen normativamente en el futuro”. 

 

7. OBJETO Y CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES 

LEY 100 DE 1993 

Artículo 10. Objeto Del Sistema General De Pensiones. El Sistema General de 

Pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las 

contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, mediante el 

reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente 

ley, así como propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos 

de población no cubiertos con un sistema de pensiones. 



Artículo 11. Campo De Aplicación. <Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 

797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> El Sistema General de Pensiones 

consagrado en la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio 

nacional, conservando y respetando, adicionalmente todos los derechos, garantías, 

prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a 

disposiciones normativas anteriores, pactos, acuerdos o convenciones colectivas 

de trabajo para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los 

requisitos para acceder a una Pensión o se encuentren pensionados por jubilación, 

vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, 

semioficial en todos los órdenes del régimen de Prima Media y del sector privado 

en general. 

 

8. ARTÍCULO 12. RÉGIMENES DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES.  

el Sistema General de Pensiones está compuesto por dos regímenes solidarios 

excluyentes pero que coexisten, a saber: 

a. Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida. 

b. Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad. 

 

9. ANALISIS PARA EL CASO EN CONCRETO  

ARTÍCULO 13.ley 100 de 1993 CARACTERÍSTICAS DEL SISTEMA GENERAL DE 

PENSIONES. El Sistema General de Pensiones tendrá las siguientes 

características:  

b. La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo anterior 

es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto manifestará por 

escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El empleador o 

cualquier persona natural o jurídica que desconozca este derecho en cualquier 

forma, se hará acreedor a las sanciones de que trata el inciso 1o. del artículo 271 de 

la presente ley. 

El art 53 de la constitución Política establece como garantía fundamental en 

materia laboral, el principio de la irrenunciabilidad a los derechos  y a los beneficios 

mínimos establecidas en las normas laborales, el cual refleja el sentido 

reivindicatorio y proteccionista que para todo trabajador tiene el derecho laboral. De 

tal forma que las garantías establecidas en su favor no puedan voluntaria ni 

forzosamente por mandato legal ser objeto de renuncia. Lo anterior explica el 

carácter de orden público que ostentan las normas que regulan el trabajo humano, 

y el hecho de que los derechos y prerrogativas en ellos reconocidos se sustraigan 

a los postulados de la autonomía de la voluntad privada. Así lo preceptúa el art 14 

de código sustantivo del trabajo, al señalar que: “las disposiciones legales que 

regulan el trabajo humano son de orden público, y por consiguiente, los derechos y 

prerrogativas que en ellas conceden son irrenunciables”, sobre este particular debe 

decirse que el derecho a la seguridad social, en punto de la prestación personal, 

constituye un patrimonio inalienable e irrenunciable, del trabajador, el cual hace 

parte de las condiciones de dignidad y justicia que deben orientar toda relación 

laboral.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr005.html#271


 

La Honorable corte Suprema de Justicia, en  sede de Casación dentro del 

expediente N°SL-12136  del 3 de septiembre d 2014, siendo Magistrado Ponente la 

Doctora Elsy del Pilar Cuello  Calderón Dijo:  

 
 

“si en todo caso aquel estuvo ajustado a los principios que gobiernan el Estatuto de 

Seguridad Social, y las reglas de libertad de escogencia del sistema, la cual estará 

sujeta a la comprobación de que existió una decisión documentada, precedida de 

las explicaciones sobre los efectos del traslado, en todos sus dimensiones 

legales. Negrilla y subrayado fuera de texto 

 

En tal sentido es evidente que el ad quem equivocó su decisión, al partir del hecho 

de que el traslado fue libre y voluntario, sin soporte alguno, pese a que era necesario, 

dado que lo que se esta discutiendo era si se debía o no respetar el régimen de 

transición, determinar si aquel presupuesto normativo se presentaba, para, ahí si, 

determinar si había o no perdido la referida transición; como así no se verifico en 

este caso, se casara la sentencia acusada.  

 

Previo a resolver la instancia, para mejorar  proveer y en atención a lo señalado en 

sede de casación es necesario oficiar a Citi Colfondos para que allegue copia de los 

documentos en los que conste la afiliación y la información brindada a Julio Cesar 

Chacón Montenegro, para proceder al cambio del régimen de prima media con 

prestación definida al régimen de ahorro individual con solidaridad.”  

 

En esta oportunidad, la H. Corte Suprema de justicia, CASO la sentencia y para un 

mejor proveer, ordenó oficiar a CITI COLFONDOS, la remisión de la afiliación y el 

consentimiento informado sobre las consecuencias de la pérdida del régimen de 

transición ofrecida por CITI COLFONDOS al afiliado.  

De otra parte, el H. Tribunal de Manizales analizando un caso similar dijo:  

 

“La Corte Suprema de Justicia, a través de su sala de casación laboral y de la 

seguridad social, con ponencia de la Magistrada Elsy del Pilar Cuello Calderón, en 

la sentencia radicada bajo el numero 31314, calendada el 9 de septiembre de 2008, 

ha manifestado lo siguiente:  

 

“Las administradoras de pensiones hacen parte, como elemento estructural del 

sistema, mediante ellas el estado provee el servicio público de pensiones; tienen 

fundamento constitucional en el artículo 48 de la carta política, que autoriza su 

existencia- desarrollado por los artículos 90 y siguientes de la ley 100 de 1993- 

cuando le atribuye al estado la responsabilidad por la prestación del servicio público, 

“la dirección coordinación y control” de la seguridad social y autoriza su prestación a 

través de particulares. 

 

Las administradoras de pensiones han de estar autorizadas para fungir como tales 

y cumplen una serie de requisitos que las cualifican, hacen parte del elenco de las 

entidades financieras, cumplen una actividad que se esencia es fiduciaria y han de 

ajustar su funcionamiento a los requerimientos técnicos propios para esta clase de 

establecimientos, pero bajo el entendido que todos ellos han de estar ordenados a 

cumplir con la finalidad de prestar un servicio público de la seguridad social. 

 



La doble condición de las administradoras de pensiones de sociedades que prestan 

servicios financieros y de identidades del servicio público de seguridad social, es 

compendiada en la calificación de instituciones de carácter previsional, que les 

atribuye el artículo 4 del decreto 656 de 1994, y que se ha de traducir en una entidad 

con solvencia en el manejo financiero, formada en la ética del servicio público. 

 

Ciertamente las administradoras de pensiones son en esencia fiduciarias del servicio 

público de pensiones, razón por la cual su comportamiento y determinación deben 

estar orientadas no solo alcanzar sus propias metas y de crecimiento y beneficio, 

sino a satisfacer de la mejor manera el interés colectivo que se realiza en cada 

persona que pueda quedar desprotegida por hacerse cernido sobre sí una 

enfermedad o un trauma que la deja inválido, o la muerte sobre el miembro de la 

familia del cual depende, o sobre su afiliado cuando le llega el momento de su retiro 

de la vida productiva por imposición o disfrute de la vejez. 

 

Las administradoras de pensiones lo son de un patrimonio autónomo propiedad de 

los afiliados, según lo prescribe el artículo 97 de la ley 100 de 1993, la ley radica en 

ella es el deber de gestión de los intereses de quienes se vinculen a ellas, y cuyos 

deberes surgen desde las etapas previas y preparatorias a la formalización de su 

afiliación al administradora- 

 

Es razón de existencia las de la administradoras las necesidad del sistema actuar 

mediante instituciones especializadas e idóneas con conocimientos y experiencia, 

que resulten confiables a los ciudadanos quienes le van a entregar sus ahorros y sus 

seguro de previsión para su vejez, su invalidez o para su familia cercana en caso de 

muerte prematura. 

 

Estas particularidades se ubican a las administradoras en el campo de la 

responsabilidad profesional, obligadas a prestar de forma eficiente y eficaz y 

oportuna todos los servicios inherentes a la calidad de instituciones de carácter 

previsional, la misma que, por ejercerse en un campo de Constitución Política estima 

que concerniente a los intereses públicos, tanto desde la perspectiva del artículo 48 

como el artículo 335, se ha estimar con una vara de rigor superior a la que se utiliza 

frente a las obligaciones entre particulares.  

 

Por lo dicho es que la responsabilidad de las administradoras de pensiones es de 

carácter profesional la que impone el deber de cumplir puntualmente las obligaciones 

que taxativamente le señalan las normas, en especial las de los artículos 14 y 15 del 

decreto 656 de 1994, cumplirlas todas con suma diligencia, confluencia y pericia, y 

además todas aquellas que se le integran por fuerza de la naturaleza de las mismas, 

como lo manda el artículo 1603 del código civil regla válida para las obligaciones 

cualquiera que fuera su fuente legal reglamentaria o contractual. 

 

La doctrina viene elaborado un conjunto obligaciones especiales, con específica 

vigencia para todas aquellas entidades cuya esencia de la gestión fiduciaria, como 

la de las administradoras de pensiones, que emanan de la buena fe, como el de la 

transparencia, vigilancia y el deber de información. 

 

La información  debe comprender todas las etapas de proceso, desde la antesala de 

la afiliación hasta la determinación de las condiciones para el disfrute pensional. 

 



Las administradoras de pensiones tienen el deber de proporcionar a sus 

interesados una información completa y comprensible, a la medida de la 

asimetría que se ha de salvar entre un administrador experto y un afiliado lego, 

en materias de alta complejidad. 

 

Es una información que se ha proporcionar con la prudencia de quién sabe que en 

ella tiene el valor y el alcance a orientar el potencial afiliado o a quien ya lo está, y 

que cuando se trata de asuntos de concernientes mayúsculas y vitales, como el del 

sub lite, la elección del régimen pensional, trasciende el simple deber de información, 

y como emanación del mismo reglamento de la seguridad social, la administradora 

tiene el deber del buen consejo, que la compromete a un ejercicio más activo al 

proporcionar la información de ilustración suficiente dando a conocer las diferentes 

alternativas, con sus beneficios e inconvenientes, y aún a llegar, si ese fuera el caso, 

a desanimar al interesado para tomar una opción que claramente le perjudica.  

 

Bajo estos parámetros es evidente que el engaño que protesta al actor tiene su 

fuente en la falta al deber de información en que incluir la administradora, en asunto 

neurálgico, como era el cambio de régimen de pensiones, de quien ya había 

alcanzado el derecho a una pensión en el sistema de prima media, su obligación era 

la de anteponer a su interés propio la de ganar un afiliado, la clara inconveniencia 

del postergar el derecho por más de 5 años, bajo la advertencia de que el provecho 

de la pensión a los 60 años era solo a Costa de disminuir el valor del bono pensional, 

castigado por su vende anticipada la fecha de redención. 

 

En estas condiciones el engaño, no solo se produjo en lo que se afirma, sino en los 

silencios que guarda el profesional, que ha de tener la iniciativa en proporcionar todo 

aquello que resulte relevante para la toma de decisión que se persigue, de esta 

manera la diligencia debida se traduce en el traslado de la carga a la prueba del 

actor a la entidad demanda. 

 

No desdice lo anterior conclusión, lo asentado en la solicitud de vinculación al 

administrador de pensiones que aparece firmada por el demandante, que su traslado 

al régimen de ahorro individual se dio de manera voluntaria, que “se realizó de forma 

libre, espontánea y sin precisiones” Pues todo lo que se echa a menos es la falta de 

información veraz y suficiente, que esta decisión no tiene tal carácter si se adopta el 

pleno conocimiento a lo que ella entraña. 

 

Se ha de señalar que la actuación viciada de traslado al región de prima media con 

prestación definida del ahorro individual, no se convalida por los traslados de 

administradora en este último régimen; ciertamente la decisión de escoger entre una 

y otra administradora de ahorro individual, no implica la ratificación de la decisión de 

cambio de régimen que conlleva modificar sensiblemente el contenido de los 

derechos prestacionales.” 

 

Por tanto ante las irregularidades anotadas en la vinculación de del 

demandante a la administradora de pensiones llamado a responder en el 

proceso cumple declarar la nulidad de la misma porque ella no produce 

ningún efecto. 

 

Han sido múltiples los pronunciamientos del órgano de cierre de la 

jurisdicción ordinaria, analizando casos similares donde se demanda la 

INEFICACIA de la afiliación de una persona a un fondo privado de pensiones 



cuando se solicita el traslado de fondo de pensiones, no se le brindó la 

información necesaria sobre las consecuencias de la pérdida de régimen y 

de los beneficios que conlleva el mismo.  

 
 

10.AL CASO EN CONCRETO  
 

Han sentado las cortes un criterio bastante claro respecto que no es permisible y 

menos entendible que por el afán desmedido de recibir una comisión los asesores 

de COLFONDOS Y PORVENIR dieron el traste con los derechos del demandante 

Pues solo se limitaron a ofrecer el servicio, pero omitieron INFORMARLE a mi 

prohijado las consecuencias que cambiar de régimen pensional implicaría.   

 

No se resulta serio y menos honesto llevar de la mano a una persona 

mediante engaños y sin conocimiento de los beneficios, y cambie de régimen 

para que contra  se vulnere los derechos de su persona y  la de su familia. 

 

Es claro que el derecho pensional se constituya a partir de los aportes 

realizados durante toda la historia laboral en procura disfrutar durante la vejez 

por ellos siendo la seguridad social un derecho inalienable de la persona los 

fondos privados de pensiones estaban obligados a enterar a sus potenciales 

clientes de lo que a carrera acarrearía un cambio de régimen pensional. 

 

En un caso similar al que pretende por este medio un ciudadano demanda la 

ineficacia de la afiliación a un fondo privado de pensiones en atención a que 

se encontraba en transición y no le fueron advertidas las consecuencias de 

dicho cambio el juez de primera instancia negó las pretensiones de la 

demanda con el argumento de que él solo hecho de firmar el formulario había 

aceptado las consecuencias del mismo y que por lo mismo era 

absolutamente responsable de ello esta decisión fue recurrida y el tribunal 

superior que conoció el caso confirmó amparado en idénticos argumentos a 

los expresados por el A QUO. 

 

Esa decisión fue recurrida en casación donde la Honorable Corte Suprema 

De Justicia decide casar la sentencia como juez de instancia REVOCA la 

decisión y declara la INEFICACIA de la afiliación al fondo privado de 

pensiones con el argumento central que si bien el recurrente había firmado 

el formulario de afiliación el fondo de pensiones nunca pudo demostrar que 

obró con diligencia ya que no informó al cliente de las consecuencias del 

cambio de régimen pensional.  

 

 

 

PRUEBAS  

 

Pido que se decreten, practiquen y tengan como tales las siguientes: 

 

a. Documentos adjuntos: 

 

1. Reportes de semanas cotizadas en Colpensiones fechadas en mayo y julio 

de 2022.  

2. Copia de solicitud de traslado de fondo de pensiones PORVENIR S.A  



3. Certificado de afiliación al fondo de pensiones Porvenir.  

4. Historia laboral consolidada expedida por Porvenir.  

 

b. Que solicito sean aportados por la parte demandada  

 

Teniendo en cuenta el art. 391 de CGP, de manera atenta le solicito señor juez se 

conmine a COLFONDOS S.A, para que envié a la mayor brevedad con destino a 

este proceso copia integral del formulario suscrito para afiliación y traslado de 

fondo de pensiones del demandante.  

 

 

PROCEDIMIENTO 

 

A la presente demanda debe dársele el tramite de un proceso Ordinario de Primer 

instancia, consagrado en el XIV del código de Procedimiento Laboral. 

 

 

 

COMPETENCIA Y CUANTIA 

 

En razón a la naturaleza de la acción, la vecindad, el domicilio del demandante y la 

cuantía, la cual estimo en una suma superior a los veinte (20) salarios mínimos 

legales vigentes usted es competente señor juez para conocer del presente 

proceso. 

 

 

 

SOLICITUD DE AMPARO DE POBREZA 

 

 

Señor juez solicito a favor de mi representado se decrete el amparo de pobreza del 

que trata el artículo 151 del código general del proceso, toda vez que no cuenta con 

la capacidad para atender los gastos del proceso, sin menoscabo de lo necesario 

para su subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, solicitud 

y  declaración hecha por el demandante bajo gravedad de juramento en escrito en 

el cual me otorga poder. 

 

 

ANEXOS 

 

Poder conferido, copia de envió de poder al correo electrónico, los documentos 

aducidos en el acápite de pruebas, evidencia de haber remitido la demanda y sus 

anexos, previamente, al correo electrónico de las entidades demandadas.  

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

 

• Mi poderdante recibirá notificaciones en la carrera 16 este n° 36-26 barrio 

Antonio Villavicencio, cel. 3118260865 correo electrónico 

ovidioLad08@hotmail.com. 

mailto:ovidioLad08@hotmail.com


 

• El representante legal de la Sociedad Administradora de Fondos de 

Pensiones y Cesantías PORVENIR S. A., las recibe en la Carrera 13 No. 26 

A – 65, de Bogotá D.C., o en la carrera 38 n° 33b- 36 piso 2 de la ciudad de 

Villavicencio, al correo electrónico notificacionesjudiciales@porvenir.com.co  
 

• El representante legal o quien haga sus veces de la COMPAÑIA 

COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTIAS COLFONDOS  S.A, Dirección para notificación judicial: Cl 67 

No. 7 – 94, tel. 3765155- 3765066, correo electrónico 

procesosjudiciales@colfondos.com.co  

 

• El suscrito las recibiré en la Carrera 40 No. 33 – 17, Barrio Barzal de la ciudad 

de Villavicencio Meta, celular 3133493918 o a los correos electrónicos: 

maomarin79@gmail.com  ó maumarin@defensoria.edu.co  

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

MAURICIO MARÍN MONROY 

C.C. 79.900.035 de Bogotá 

T.P. 116.118 del C. S. de la J. 
 

mailto:notificacionesjudiciales@porvenir.com.co
mailto:procesosjudiciales@colfondos.com.co
mailto:maomarin79@gmail.com
mailto:maumarin@defensoria.edu.co


Señor  
JUEZ LABORAL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO (REPARTO) 
E.S.D. 
 
 
REF. PODER PARA DEFENSOR PUBLICO 
Demanda: ORDINARIO LABORAL  
Demándate: OVIDIO LADINO PASIVE 
Demandados: FONDO DE PENSIONES PORVENIR S.A Y COLFONDOS S.A 
 

OVIDIO LADINO PASIVE, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado con cedula 

de ciudadanía 3.219.722, demandante dentro del proceso de la referencia, comedidamente 

manifiesto a usted que mediante el presente escrito otorgo poder especial, amplio y 

suficiente al abogado MAURICIO MARIN MONROY, identificado con cedula 79.900.035 de 

Bogotá y portador de la tarjeta profesional 116.118 del consejo superior de la judicatura, con 

correo electrónico maomarin79@gmail.com, DEFENSOR PUBLICO, para que en mi 

nombre y representación inicie y tramite y lleve hasta su culminación PROCESO 

ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA en contra de los FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A Y COLFONDOS S.A, a fin de que se declare 

NULO el traslado de régimen de prima media con prestación definida al régimen de Ahorro 

individual con solidaridad, en atención a la INEFICASIA del mismo por carecer de los 

elementos básicos como son la libertad informada para el cambio de régimen, debiéndole 

ofrecer la información necesaria sobre la implicación de la reducción en su ,mesada 

pensional. 

El abogado queda facultado para recibir, disponer, desistir, conciliar, transigir, sustituir, 

reasumir, cobrar títulos judiciales a su nombre y todas aquellas propias de su cargo (art 74 

CGP.) 

SOLICITUD DE AMPARO DE POBREZA: Solicito el reconocimiento a mi favor el beneficio 

de amparo de pobreza del que trata el art 151 de Código General del Proceso, toda vez 

que no cuento con la  capacidad para atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo 

necesario para mi subsistencia y al de las personas a quienes por ley debo alimentos, 

manifestación que hago bajo gravedad de juramento.  

 

 

 

 

   Acepto 

 
Mauricio Marín Monroy 
CC.79.900.035 de Bogotá  
T.P. No. 116.118 del C.S de la J 

Defensor publico  
 

mailto:maomarin79@gmail.com
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Mauricio Marín <maomarin79@gmail.com>
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ovidio ladino pasive <OvidioLad08@hotmail.com> 25 de noviembre de 2022, 13:19
Para: "maomarin79@gmail.com" <maomarin79@gmail.com>

Buenas tardes 

Buen día doctor, aquí le envío los documentos que me solicito
Le agradezco su atención 
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